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Disposición final primera. Disposiciones de aplicación
y desarrollo.

Se autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones
que sean necesarias para la aplicación y desarrollo de
este Real Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Barcelona a 2 de marzo de 2001.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

4292 RESOLUCIÓN de 21 de febrero de 2001, de
la Secretaría General Técnica, sobre el Con-
venio suprimiendo la exigencia de legalización
de los documentos públicos extranjeros,
hecho en La Haya el 5 de octubre de 1961
(publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de
25 de septiembre de 1978, 17 de octubre
de 1979, 19 de enero de 1979, 20 de sep-
tiembre de 1984).

Comunicación efectuada por el Ministerio de Asuntos
Exteriores del Reino de los Países Bajos, depositario del
Convenio:

Kazajstán. 5 de abril de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 30 de enero de 2001.

Namibia. 25 de abril de 2000. Adhesión, entrada en
vigor 30 de enero de 2001.

Colombia. 27 de abril de 2000. Adhesión, entrada
en vigor 30 de enero de 2001.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 21 de febrero de 2001.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

4293 ACUERDO entre el Reino de España y las
Naciones Unidas sobre la ejecución de con-
denas impuestas por el Tribunal Penal Inter-
nacional para la ex Yugoslavia, hecho en La
Haya el 28 de marzo de 2000.

ACUERDO ENTRE LAS NACIONES UNIDAS Y EL REINO
DE ESPAÑA SOBRE LA EJECUCIÓN DE CONDENAS
IMPUESTAS POR EL TRIBUNAL PENAL INTERNACIONAL

PARA LA EX YUGOSLAVIA

Las Naciones Unidas, actuando a través del Tribunal
Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en adelante
denominado «el Tribunal Internacional», y El Reino de
España, en adelante denominado «España»,

Recordando el artículo 27 del Estatuto del Tribunal Inter-
nacional adoptado mediante la Resolución 827 (1993)
del Consejo de Seguridad, de 25 de mayo de 1993,

según el cual las penas de prisión impuestas a las per-
sonas condenadas por el Tribunal Internacional se cum-
plirán en un Estado designado por el Tribunal Interna-
cional de entre una lista de Estados que hayan indicado
al Consejo de Seguridad su disposición para aceptar a
personas condenadas;

Teniendo en cuenta la declaración hecha por España
de conformidad con el citado artículo 27 y con su legis-
lación nacional por la que manifiesta su disposición para
aceptar a personas condenadas por el Tribunal Inter-
nacional, con objeto de ejecutar las penas de prisión
impuestas;

Recordando lo dispuesto en las Reglas mínimas para
el tratamiento de los reclusos aprobadas mediante las
Resoluciones del ECOSOC número 663 (XXIV) de 31
de julio de 1957 y número 2067 (LXII) de 13 de mayo
de 1977, el Conjunto de Principios para la protección
de todas las personas sometidas a cualquier forma de
detención o prisión, adoptado mediante Resolución
43/173 de la Asamblea General, de 9 de diciembre
de 1988, y los Principios básicos para el tratamiento
de los reclusos, adoptados mediante Resolución 45/111
de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 1990;

Con objeto de dar cumplimiento a las sentencias con-
denatorias del Tribunal Internacional,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Objeto y ámbito del Acuerdo.

El presente Acuerdo regulará las cuestiones que estén
relacionadas o que se deriven de todas las peticiones
realizadas a España para la ejecución de condenas
impuestas por el Tribunal Internacional.

Artículo 2. Procedimiento.

1. La petición a España para la ejecución de una
condena será realizada por el Secretario del Tribunal
Internacional (en adelante denominado «el Secretario»),
con la aprobación del Presidente del Tribunal Interna-
cional.

2. El Secretario facilitará los siguientes documentos
a España en el momento de realizar la petición:

a) Una copia certificada de la sentencia.
b) Una declaración en la que se indique qué parte

de la condena se ha cumplido ya y se informe sobre
cualquier detención preventiva.

c) En su caso, los informes médicos o psicológicos
sobre la persona condenada, así como cualquier reco-
mendación para su tratamiento ulterior en España y cual-
quier otro factor que afecte a la ejecución de la condena.

3. La autoridad central competente en España para
recibir las peticiones del Secretario a que se refiere el
apartado 1 del presente artículo será el Ministerio de
Justicia (Secretaría General Técnica, calle San Bernardo,
62, Madrid). El Ministerio de Justicia informará sin dila-
ción al Secretario de la decisión adoptada en relación
con la petición, de conformidad con la legislación nacio-
nal española.

Artículo 3. Ejecución.

1. Respecto de la ejecución de una condena impues-
ta por el Tribunal Internacional, las autoridades nacio-
nales españolas competentes estarán vinculadas por la
duración de la condena.

2. España sólo examinará la ejecución de una con-
dena impuesta por el Tribunal Internacional en los casos
en que la duración de la misma no exceda del máximo
más elevado previsto para cualquier delito con arreglo
a la legislación española.
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3. Las condiciones de reclusión se regirán por la
legislación española, con sujeción a la supervisión del
Tribunal Internacional, según lo dispuesto en el presente
Acuerdo.

4. Cuando, de conformidad con la legislación nacio-
nal española aplicable, la persona condenada pueda
beneficiarse de una excarcelación anticipada, España lo
notificará debidamente al Secretario.

5. El Presidente del Tribunal Internacional determi-
nará, previa consulta con los Magistrados del Tribunal
Internacional, si procede una excarcelación anticipada.
El Secretario informará a España de la decisión del Pre-
sidente. Si el Presidente decide que no procede la excar-
celación anticipada, no será posible continuar la ejecu-
ción de la condena en España, y el Secretario deberá
adoptar las medidas apropiadas para el traslado de la
persona condenada de conformidad con el artículo 10.

6. Las condiciones de la reclusión serán compatibles
con las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclu-
sos, el Conjunto de Principios para la protección de todas
las personas sometidas a cualquier forma de detención
o prisión, y los Principios básicos para el tratamiento
de los reclusos.

Artículo 4. Supervisión de las condiciones de reclusión.

1. Se creará una Comisión Paritaria, compuesta por
dos representantes del Tribunal Internacional y dos repre-
sentantes de España, con el fin de supervisar las con-
diciones de reclusión y el tratamiento dispensado a las
personas trasladadas de conformidad con el presente
Acuerdo. Dicha Comisión realizará inspecciones de las
correspondientes instalaciones penitenciarias y estudia-
rá y evaluará cualesquiera posibles medidas que puedan
incidir en la situación penitenciaria de las personas con-
denadas.

2. Las inspecciones de la Comisión Paritaria se lle-
varán a cabo a solicitud de dos miembros cualesquiera
de la Comisión, en el momento que éstos determinen.
La Comisión Paritaria presentará informes y formulará
recomendaciones sobre las condiciones de reclusión y
el tratamiento de los reclusos.

3. Sin perjuicio del derecho de los miembros de
la Comisión paritaria de transmitir sus resultados a sus
autoridades respectivas, los informes de la Comisión Pari-
taria se someterán al Presidente del Tribunal Interna-
cional y al Ministerio de Justicia de España, que se con-
sultarán sobre las conclusiones de dichos informes. El
Presidente del Tribunal Internacional podrá a continua-
ción solicitar a España que se le informe sobre cualquier
cambio en las condiciones de reclusión propuesto por
la Comisión Paritaria.

4. Los miembros de la Comisión Paritaria serán
designados para cada caso por España y por el Tribunal
Internacional, lo antes posible una vez aceptada por Espa-
ña la primera petición de traslado formulada por el Tri-
bunal Internacional.

5. La Comisión Paritaria se reunirá periódicamente,
como mínimo una vez al año.

Artículo 5. Traslado de la persona condenada.

El Secretario adoptará las medidas apropiadas para
el traslado de la persona condenada desde el Tribunal
Internacional a las autoridades competentes de España.
Con anterioridad a su traslado, la Secretaría informará
a la persona condenada del contenido del presente
Acuerdo.

Artículo 6. «Non bis in idem».

La persona condenada no será juzgada por ningún
Tribunal español por actos que constituyan infracciones
graves del derecho humanitario internacional con arreglo
al Estatuto del Tribunal Internacional, por los que ya haya
sido juzgada por el Tribunal Internacional.

Artículo 7. Información.

1. España notificará inmediatamente al Secretario:

a) Cuando falten dos meses para que finalice la eje-
cución de la condena.

b) Si la persona condenada ha incurrido en que-
bratamiento de condena antes de haber finalizado el
cumplimiento de la misma.

c) Si la persona condenada ha fallecido.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior,
el Secretario y España se consultarán sobre todas las
cuestiones relativas a la ejecución de la condena, a ins-
tancia de cualquiera de las dos partes.

Artículo 8. Indulto y conmutación de la pena.

1. Cuando, de conformidad con la legislación nacio-
nal española aplicable, la persona condenada pueda aco-
gerse a indulto o conmutación de la pena, España lo
notificará debidamente al Secretario.

2. El Presidente del Tribunal Internacional determi-
nará, previa consulta con los Magistrados del Tribunal
Internacional, si procede el indulto o la conmutación de
la pena. El Secretario informará a España de la decisión
del Presidente. Si el Presidente decide que no procede
el indulto ni la conmutación de la pena, no será posible
continuar la ejecución de la condena en España, y el
Secretario deberá adoptar las medidas apropiadas para
el traslado de la persona condenada de conformidad
con el artículo 10.

Artículo 9. Terminación de la ejecución.

1. Cesará la ejecución de la condena:

a) Cuando se haya cumplido en su totalidad.
b) Por fallecimiento del condenado.
c) Por indulto total del condenado.
d) En virtud de una decisión del Tribunal Interna-

cional de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2.

2. El Tribunal Internacional podrá en cualquier
momento decidir solicitar la terminación de la ejecución
en España y trasladar a la persona condenada a otro
Estado o al Tribunal Internacional.

3. Las autoridades españolas competentes pondrán
fin a la ejecución de la condena tan pronto como el
Secretario les informe de cualquier decisión o medida
como consecuencia de la cual la condena deje de ser
susceptible de ejecución.

Artículo 10. Imposibilidad de ejecutar una condena.

Cuando, en cualquier momento después de haberse
tomado la decisión de ejecutar la condena, resulte impo-
sible por cualquier razón de carácter jurídico o práctico
proseguir la ejecución, España informará sin dilación al
Secretario. El Secretario hará las gestiones necesarias
para el traslado de la persona condenada. Las autori-
dades españolas competentes concederán un plazo
máximo de noventa días después de la notificación al
Secretario, antes de adoptar cualquier otra medida sobre
la cuestión.

Artículo 11. Costes.

Salvo que las partes en el presente Acuerdo con-
vengan otra cosa, el Tribunal Internacional sufragará los
gastos relacionados con el traslado de la persona con-
denada al territorio español y desde éste, y España corre-
rá con cualesquiera otros gastos derivados de la eje-
cución de la condena.
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Artículo 12. Entrada en vigor.

El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha en
que se reciba la notificación de España de que se han
cumplido todos los requisitos necesarios previstos en
su legislación interna.

Artículo 13. Duración del Acuerdo.

1. El presente Acuerdo permanecerá en vigor hasta
que cualquiera de las partes, previa consulta con la otra
parte, lo denuncie mediante notificación realizada con
dos meses de antelación.

2. En caso de que, en el momento de la denuncia,
estén ejecutándose aún en España, al amparo del pre-
sente Acuerdo, condenas impuestas por el Tribunal Inter-
nacional, se procederá al traslado de las personas con-
denadas conforme a lo establecido en el artículo 10.
El presente Acuerdo seguirá aplicándose con respecto
a las personas condenadas interesadas hasta el momen-
to en que se hayan llevado a efecto dichos traslados.

En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente
autorizados para ello, firman el presente Acuerdo.

Hecho en La Haya el 28 de marzo de 2000, por
duplicado, en español e inglés, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

Por las Naciones Unidas, Por el Reino de España,
DOROTHEE DE SAMPAYO

GARRIDO-NIJGH,
JOSÉ MARÍA PONS

IRAZAZÁBAL,
Secretario del Tribunal Penal Internacional

para la ex Yugoslavia
Embajador de España en La Haya

El presente Acuerdo, conforme a lo previsto en su
artículo 12, entró en vigor el 16 de enero de 2001,
fecha de recepción de la notificación de España del cum-
plimiento de todos los requisitos previstos en su legis-
lación interna.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 19 de febrero de 2001.—El Secretario general

técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE FOMENTO

4294 REAL DECRETO 140/2001, de 16 de febrero,
por el que se aprueban los Estatutos del Cole-
gio de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas.

Por Decreto 328/1959, de 12 de marzo, se apro-
baron los Estatutos del Colegio de Ayudantes de Obras
Públicas, cuya denominación fue sustituida por la de
Colegio de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas, en
virtud del Real Decreto 743/1977, de 4 de marzo.

Los cambios producidos desde entonces han moti-
vado que la Asamblea General del Colegio adoptara el
acuerdo de someter a la aprobación del Gobierno unos
nuevos Estatutos, elaborados de acuerdo con lo previsto
en el artículo 6 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero,
de Colegios Profesionales.

Por otra parte, la disposición adicional única de la
Ley 7/1997, de 14 de abril, de Medidas Liberalizadoras
en Materia de Suelo y de Colegios Profesionales, esta-
blece que éstos deberán adaptar sus Estatutos a las
modificaciones introducidas por dicha Ley, encaminadas
a garantizar que las profesiones colegiadas se desarrollen
en régimen de libre competencia, a delimitar el carácter

meramente orientativo de los baremos de honorarios
y la voluntariedad de su percepción a través de los ser-
vicios colegiales, así como a evitar que el visado com-
prenda condiciones contractuales, cuya determinación
se deja al libre acuerdo de las partes. Esta legislación
se ha complementado con el artículo 39 del Real Decre-
to-ley 6/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes
de intensificación de la competencia en mercados de
bienes y servicios.

Para dar cumplimiento a esta exigencia legal y al
propio tiempo actualizar sus normas de organización,
el Colegio de Ingenieros Técnicos de Obras Públicas ha
remitido al Ministerio de Fomento, al que corresponde
la relación con dicha corporación, una propuesta de nue-
vos Estatutos para su aprobación por el Gobierno.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en
el artículo 6.5 de la citada Ley de Colegios Profesionales,
en relación con el apartado 2 del mismo artículo, a pro-
puesta del Ministro de Fomento, de acuerdo con el Con-
sejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Minis-
tros en su reunión del día 16 de febrero de 2001,

D I S P O N G O :

Artículo único.

Se aprueban los Estatutos del Colegio de Ingenieros
Técnicos de Obras Públicas, que figuran como anexo
al presente Real Decreto.

Disposición derogatoria única.

Queda derogado el artículo 2 del Decreto 328/1959,
de 12 de marzo, por el que se constituye el Colegio
de Ayudantes de Obras Públicas y se aprueban sus Esta-
tutos, así como cuantas disposiciones de igual o inferior
rango se opongan a lo dispuesto en este Real Decreto.

Disposición final única.

El presente Real Decreto y los Estatutos por él apro-
bados entrarán en vigor el día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 16 de febrero de 2001.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Fomento,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

ANEXO

Estatutos del Colegio de Ingenieros Técnicos
de Obras Públicas

CAPÍTULO I

Del Colegio

Artículo 1. Naturaleza, principios, ámbito y estructura.

1. El Colegio de Ingenieros Técnicos de Obras Públi-
cas es una corporación de derecho público, con per-
sonalidad jurídica propia y plena capacidad y autonomía
para el cumplimiento de sus fines y el ejercicio de sus
funciones.

2. El Colegio, en su estructura interna y dinámica
funcional, se regirá por principios democráticos y de soli-
daridad, con pluralismo participativo e igualitario.

3. El ámbito territorial del Colegio abarca la totalidad
del Estado español, teniendo como principio fundamen-
tal el de unidad colegial, presupuestaria y patrimonial,


